STJSL-S.J. – S.D. Nº 079/20.-

--En la Provincia de San Luis, a seis días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “LORENZINO JOSÉ OMAR c/ MUÑOZ MANUEL ALEJANDRO s/ CONSIGNACION - LABORAL- RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP N° 264418/14.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO dijo: 1) Que por actuación Nº 10607231 de fecha 05/12/18, el apoderado del actor interpone Recurso de Casación contra la Sentencia Definitiva Nº 128/18, de fecha 27/11/18, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial (actuación Nº 10534991), que resuelve: “Rechazar el recurso de apelación deducido por el actor reconvenido y hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por el demandado reconviniente, condenando al actor reconvenido a abonar las diferencias salariales por los períodos no prescriptos conforme lo explicitado en los considerandos. Costas de la alzada en un veinticinco por ciento (25%) a cargo del demandado reconviniente y en un setenta y cinco por ciento (75%) a cargo del actor reconvenido”.
El recurso se funda el 17/12/18, por actuación Nº 10690280, en las causales del art. 287 incs. a) y b) del CPC y C.
2) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

 En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La fecha de notificación de la sentencia recurrida, 03/12/2018 (actuación N° 10581117); 2) La interposición del recurso en fecha 05/12/18 (actuación N° 10607231); y 3) La fundamentación del mismo en fecha 17/12/18 (actuación N° 10690280).
Asimismo se observa el cumplimiento de lo exigido por el artículo 290 del CPC y C, constancia de pago de depósito y tasa de justicia, adjuntos en actuación Nº 10607231 (05/12/18).
Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.
Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) En su escrito de fundamentación, el recurrente manifiesta errado el razonamiento de la sentencia de Cámara que se limita a decir, sin fundamento alguno que: “… Adviértase que al haber sido negada la causal de abandono de trabajo en la que se fundó el despido, necesariamente debía la sentenciante examinar si concurrían en el caso los elementos que configuran dicha causal. Y con acierto la a quo determinó no sólo que la intimación cursada por el empleador mediante carta documento Nº CD434732155 de fecha 14 de febrero de 2014 no respetó el plazo legal mínimo que prevé el art. 57 de la LCT, sino que además no se acreditó el animus de abandono del trabajador. Cabe recordar que “para que se configure como causal específica de despido el abandono de trabajo tipificado por el art. 244, LCT, se requiere la concurrencia de una exigencia de tipo formal, que es la intimación previa al obrero a presentarse a trabajar, para constituirlo en mora, y la convergencia de dos elementos: uno de tipo objetivo, la no concurrencia al trabajo; y el otro, de tipo subjetivo, que el ánimo del trabajador sea el de no reintegrarse a sus tareas, porque no toda ausencia refleja la existencia de ese propósito” (CNApel.Trab., sala V, 10/10/2018, “Benítez, Víctor Rubén c/ Consorcio de Propietarios del Edificio Paraguay 4831 s/ Despido”, Información Legal Online, AR/JUR/48618/2018)” (sic).
Destaca que este razonamiento revela la existencia de las dos causales previstas en la norma adjetiva civil cuando trata las hipótesis de casación. 
Por un lado, contradice su propio razonamiento del fallo cuando sitúa en responsabilidad de esta parte la acreditación de la causal de despido, pero luego no aplica la norma jurídica (desde onus probandi y de fondo) porque hace lugar al reclamo indemnizatorio. 
Sobre este particular (situación de despido), agrega que el relato de la contraria en oportunidad de su reconvención (fs. 88/95 vta.) no solamente carece de toda acreditación, sino que además contradice las pruebas adjuntas por su parte y que el fallo, en arbitraria conclusión, omite al aplicar el supuesto legal al caso.
Dice la contraria que le fue negado el ingreso al trabajo en fecha 20/02/2014 y que tras su regreso al hogar “no había notificación alguna ni carta documento… pero en los días siguientes tampoco le permitieron efectuar sus tareas laborales y que ante la continua insistencia de su empleador, directamente tuvo que abandonar el hogar que habitaba con su familia en el establecimiento La Juanita, en fecha 25 de febrero de 2014 e irse a vivir con sus suegros en el domicilio sito en Paso de la Patria 1062.Lo cierto es que cuando se mudó al domicilio de sus suegros (Paso de la Patria 1062) tomo conocimiento de la misiva que le había enviado la patronal y recién pudo contestarla…”.
Expresa, que en el responde de fs. 107/110, queda claramente acreditado que el domicilio del reconviniente fijado ante su empleador y diversos actos propios de su vida particular, era en Paso de la Patria 1062, ciudad de San Luis, siendo una falacia y propio de una estrategia de su defensa todo el argumento previamente expuesto y analizado, cuando quiere hacer aparecer que ese domicilio fue al que recurre al final como la casa de sus suegros (sic).
Agrega, que fue dicho en la defensa de esta parte y debidamente acreditado con la prueba (omitida en la sentencia) que, el nacimiento de los hijos del ex empleado y toda documental vinculada con la relación laboral (entre ella secuencia administrativa de denuncia de accidente) por manifestación voluntaria del reconviniente, refleja la denuncia de domicilio en la citada calle Paso de la Patria 1062, ciudad de San Luis. Allí fue remitida la postal Nº 434732155, de fecha 14/02/2014 constituyendo en mora al trabajador, reclamándole el reintegro y anunciándole el apercibimiento de despido. Y luego la postal de despido Nº 434734324 de fecha 19/02/1014 en el mismo domicilio también cumple su objetivo. 
Sobre este particular resulta relevante la testimonial de López (13/02/2015) cuando declara y luego en el mismo acto reconoce de su puño y letra ser la persona que recibiera la postal de la referencia y también la firma inserta en el aviso de entrega. 
Asevera, que cotejando el domicilio de la citada calle Paso de la Patria 1062, ciudad de San Luis con los domicilios registrados por el destinatario en oportunidad del nacimiento de sus hijos (ver informativa de fs. 124/129 emanada del Registro Civil) y con el domicilio electoral del mismo (informativa Juzgado Electoral fs. 175/176) y con el domicilio registrado ante Superintendencia de Riesgos de Trabajo de la Nación (informativa de fs. 231/234 y ss.), surge claramente que el domicilio destino de las postales remitidas al trajadador, fue el correcto.
De modo que las armonías de estos antecedentes revelan el error de derecho que deriva de no aplicar la norma vigente; entiéndase art. 244 de la Ley de Contrato de Trabajo. 
Afirma, que esa es la norma que se ha omitido en aplicación y que surge como consecuencia del sustento fáctico de los antecedentes de la causa. 
El recurrente hace referencia, a la contradicción que ocurre cuando al tratar el rubro de diferencias de haberes, el fallo expone como único argumento, para aceptar el reclamo que: “...Ello por cuanto la mayoría de los testigos que declararon en la causa son coincidentes en que Muñoz manejaba tractores, e incluso algunos señalan que manejaba también otras máquinas como sembradora, pala cargadora y motoniveladora. En tanto se ha logrado acreditar en autos que las tareas que desarrollaba Muñoz excedían ampliamente las propias de un simple peón rural, y por aplicación del principio in dubio pro operario, considero que el reclamo del apelante debe prosperar, debiendo encuadrarse al trabajador en la categoría de “Peones especializados: Conductores Tractoristas, Maquinista de Máquinas Cosechadora y Agrícola”, y por ende reconocer las diferencias salariales por los períodos no prescriptos”.
No solo no existe prueba que permita aplicar el supuesto normativo, de donde deriva errónea aplicación de la norma vigente, sino que, por el contrario, la prueba acredita otro extremo de la realidad. 
Manifiesta, que la informativa AFIP (fs. 155/166) demuestra que el empleador ha cumplido correctamente con sus obligaciones respecto al trabajador y la categoría laboral como empleado a tiempo completo indeterminado permanente en la actividad de cría de ganado bovino, mozo de labranza y peón agropecuario (sic fs. 155) es la propia y natural de las prestaciones reales del trabajador.
Pero observa, que lo más contradictorio está cuando al final el considerando concluye que el empleado se ha desempeñado como conductor tractorista. No existe una prueba que permita separar en la dinámica propia de la prestación el servicio de modo de labranza para lo que debe utilizar herramientas propias de la actividad y la privativa de un tractorista.
En este punto dice, que situado en el contexto de prueba, no existe un solo testimonio que permita concluir como lo hace el fallo. 
Concluye que la prueba documental y testimonial acreditan el domicilio del actor, siendo el consignado en las postales remitidas y relacionadas con la decisión de despido y anterior constitución en mora. La demanda reconoce el presupuesto fáctico y la única argumentación ha sido que el actor toma conocimiento de las postales cuando regresa al domicilio. Desde la teoría de la recepción en cuanto a la naturaleza de la notificación, ese carácter recepticio (cuando el correo llega al domicilio) sitúa en responsabilidad del destinatario la efectiva toma de conocimiento de la comunicación postal. Por lo tanto, el despido por abandono de trabajo ha sido conforme a la ley y el art. 242 de la norma laboral no ha sido aplicado en el fallo. 
Como corolario de lo expuesto, afirma que no existe una sola prueba que permita situar el caso dentro de la norma jurídica que se pretende aplicar. Ninguna de esas normas resultan aplicables al caso por cuanto huelga, se insiste, la prueba esencial de los hechos.
La carga del onus probandi es responsabilidad de quien acciona, cuando el principal -como en el caso- acredita haber cumplido con las obligaciones que la ley le impone.
Que en consecuencia de ese error se aplica una norma que no corresponde al caso y que es la que pretende sustentar una categoría laboral distinta a la prevista para el caso de un trabajador (peón general) con tareas varias propias y específicas conforme surge de la prueba colectada en la causa.
Finaliza, solicitando se haga lugar al Recurso de Casación, revocando el fallo en lo que ha sido materia de agravios por configurarse las dos causales previstas en ley adjetiva citada, con costas.
2) Que corrido traslado a la contraria, ésta no contesta dándosele por pedido el derecho que ha dejado de usar (actuación Nº 10961599, 20/02/19).
3) En actuación Nº 11617502, de fecha 20/05/19, dictamina el Sr. Procurador General opinando que debe rechazarse el Recurso de Casación articulado.
4) A los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en relación a lo sostenido por el recurrente, en armonía con lo que prescribe el art. 301 del CPC y C, el escrito de fundamentación del recurso debe bastarse a sí mismo, y debe surgir con claridad de dicha fundamentación alguna de las circunstancias señaladas en la norma, caso contrario el recurso deducido no podrá prosperar. 
Cuando el art. 287 del CPC y C impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cuál de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar.
Ello es así porque la interposición del Recurso de Casación y los fundamentos que contenga fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 
En efecto, el medio impugnativo intentado “solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Hitters, J.C. “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2ª Edición, Librería Editora Platense. p. 213).
5) Sentado lo anterior, adelanto que coincido con el dictamen del Sr. Procurador General (actuación Nº 1167502), en el sentido de que la casación interpuesta debe ser rechazada por ser improcedente, al no adecuarse a las previsiones del art. 287 del Cód. Procesal Civil y Comercial de la Provincia, con costas.
El Sr. Procurador dijo: “La sentencia de primera instancia (SD Nº 197/2017 del Juzgado Laboral 2) en lo pertinente, había sido adversa a la pretensión del demandante, rechazando la consignación efectuada y había receptado parcialmente la reconvención planteada por el Sr. Muñoz Manuel Alejandro contra Lorenzino José Omar, condenando a este último, a abonar al actor diversos rubros (indemnización por antigüedad, preaviso, integración mes despido, SAC preaviso e integración, SAC 2014, VAC prop. 2013/2014, antigüedad del art. 38 de la ley 26.727, art. 11, 22, 38 y conc. de la ley 26.727); había rechazado los rubros reclamados en concepto de horas extra, francos de enero y febrero 2014 y diferencias por no estar debidamente acreditados, art. 377 CPC, multa por registración y por falta de entrega de documental por ser rubros indeterminados, art. 330 y conc. CPCCSL”.

“La Cámara receptó parcialmente la apelación de ex trabajador rural demandado reconviniente, luciendo su conclusión, a criterio de esta Procuración, sustentada en la san crítica racional. Dijo la Cámara –con respecto a las diferencias salariales objeto de agravio en apelación del demandado- que la mayoría de los testigos que declararon en la causa son coincidentes en que Muñoz manejaba tractores, e incluso algunos señalan que manejaba también otras máquinas como sembradora, pala cargadora y motoniveladora, por lo que concluyó que se logró acreditar en autos que las tareas que desarrollaba Muñoz excedían ampliamente las propias de un simple peón rural, y por aplicación del principio in dubio pro operario, se consideró que el reclamo del apelante debía prosperar, encuadrando al trabajador en la categoría de “Peones especializados: Conductores Tractoristas, Maquinista de Máquinas Cosechadora y Agrícola, de allí que el fallo le reconoció las diferencias salariales por los períodos no prescriptos”.
“Esta Procuración advierte que las observaciones contenidas en los agravios del recurrente se dirigen a cuestionar la valoración que de las constancias de la causa hace la Excma. Cámara y que llevaron a ese Tribunal a la conclusión, en coincidencia con la Juez de grado, de que las pretensiones del demandado reconviniente debían ser parcialmente acogidas”.

“En conclusión, los argumentos de la casación se dirigen a reeditar cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la vía extraordinaria intentada, la que debe circunscribirse a errores “in iudicando” en los que hubiere incurrido el tribunal”.
A más de la opinión del Procurador General, es dable destacar que los fundamentos de la casación se refieren más bien a la disconformidad del recurrente con lo decidido por la Cámara en lo que hace a la valoración de la prueba (testimoniales), lo que reafirma aún más su improcedencia, ya que la valoración probatoria se ha efectuado conforme las reglas de la sana crítica. 
De lo expuesto se infiere, sin hesitación, que en los fundamentos desarrollados a lo largo del memorial no se indica en modo claro y preciso la forma en qué se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta, y que los argumentos referidos en concreto a la resolución bajo recurso, se circunscriben en definitiva a cuestiones de valoración fáctica.
Es criterio de este Alto Cuerpo, que: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (STJSL-S.J.–S.D. Nº 011/17 “SÁNCHEZ, BENJAMÍN c/ ORTIZ, FELISA y OTROS s/ DESPIDO – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 171973/9, 09/02/19). 
También se ha dicho que: “Aun cuando el análisis efectuado por el tribunal -sobre cuestiones de hecho y de prueba- pueda resultar opinable, o discutible, esa circunstancia no es suficiente para tener por demostrado el vicio invalidante de absurdo, habida cuenta que lo que habilita la revisión casatoria no es cualquier equívoco o disentimiento. Antes bien, es necesario que se configure un desarreglo en la base del pensamiento, una falla palmaria del raciocinio, es decir, un error extremo.” (Cfr. Miguens, Patricio Hugo vs. Glencore Cereales S.A. s. Despido /// Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires; 30-abr-2008; Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires; RC J 2309/10, en http://www.rubinzalonline.com.ar/index.php?m=jurisprudencia&c=jurisprudencia&a=jurisprudencia, acceso 17/11/16). 
Debe subrayarse que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.

Así, los argumentos vertidos en el escrito de fundamentación, no logran conmover, especialmente, la resolución del Tribunal de Alzada, y no son suficientes para demostrar que no se ha aplicado la ley correspondiente o que se ha interpretado erróneamente una norma legal.

Al respecto se tiene dicho que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto con el fin de reeditar la justicia material de la sentencia de los Tribunales de grado sino “el restablecimiento del imperio de la Ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL-SJ, “ROMERO ROQUE DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-05, “BAIGORRIA SILVIA GRACIELA c/ SAISA. – DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”, 27/03/2007, entre otros).
En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, considero que la Excma. Cámara no ha omitido aplicar el derecho correspondiente al caso, ni tampoco que se haya interpretado o aplicado erróneamente la normativa vigente, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 del CPC y C, por lo que corresponde desestimar el recurso articulado. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde el rechazo del recurso deducido, por lo que VOTO a estas CUESTIONES por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que, en consecuencia, corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado, con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.

San Luis, seis de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de Casación articulado, con pérdida del depósito.
II) Costas a la recurrente vencida.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis
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